ACCIÓN DE TUTELA / FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / INDEBIDA REPRESENTACIÓN JUDICIAL - Ausencia de poder especial para ejercer la acción

La abogada [A.M.R.S.], interpuso acción de tutela en contra del Juzgado 17 Administrativo de Medellín, con el fin de que se le proteja su derecho fundamental al debido proceso, que estima trasgredido con el auto de 25 de junio de 2018, dictado en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por [C.P.C.U.] contra el municipio de Betania. La Sala encuentra que la [actora], no allegó el documento que la acredite como apoderada judicial de la señora [C.U.] para actuar en el trámite constitucional de la referencia. En el escrito de impugnación, la accionante sostuvo que el poder que le fue otorgado para el proceso ordinario contiene la facultad para recurrir, lo que implica la potestad para “intentar las acciones tendientes y necesarias para interponer los recursos correspondientes contra decisiones judiciales…”. Al respecto, la Sala considera que el poder otorgado para el proceso ordinario no suple dicha falencia y la tutela fue interpuesta en nombre propio, puesto que el mandato conferido a un abogado para que ejerza la representación judicial del titular de los derechos fundamentales del demandante, debe ser especial, (...) la [actora], carece de legitimación en la causa por activa pues el poder a ella otorgado en el proceso ordinario de nulidad y restablecimiento del derecho que dio origen a la providencia que se cuestiona, -el cual sustituyó en el abogado [R.O.]- no se extiende para la representación judicial de la poderdante en asunto diferente.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 86 / DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 1 / DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 10 / DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 46 / DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 49 / DECRETO 1069 DE 2015 - ARTÍCULO 2.2.3.1.2.1 / DECRETO 1069 DE 2015 / DECRETO 1983 DE 2017 

NOTA DE RELATORÍA: En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, consultar la sentencia T-793 de 2007, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, de la Corte Constitucional. 
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Acción de Tutela – Fallo de segunda instancia

Se pronuncia la Sala sobre la impugnación interpuesta por la parte actora en contra de la sentencia de 11 de octubre de 2018, por medio de la cual el Tribunal Administrativo de Antioquia, rechazó por improcedente la acción de tutela. 

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

La señora Ana María Rodríguez Soto, en nombre propio y con escrito presentado el 15 de marzo de 2018, interpuso acción de tutela en contra del Juzgado 17 Administrativo del Circuito de Medellín, autoridad judicial que conoció del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por Claudia Patricia Cano Uribe contra el municipio de Betania radicado con el número 05001-33-33-017-2016-00243-00.

Lo anterior, con el fin de que le sea amparado su derecho fundamental al debido proceso que considera vulnerado como consecuencia de la decisión adoptada en el auto de 25 de junio de 2018 por medio del cual el mencionado juzgado resolvió el recurso de reposición y en subsidio apelación contra el proveído de 28 de mayo del mismo año. 

1.2. Hechos

La solicitud de amparo se fundamentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:

1.2.1. La señora Claudia Patricia Cano Uribe confirió poder a la abogada Ana María Rodríguez Soto para que promoviera demanda de nulidad y restablecimiento del derecho contra el municipio de Betania, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado 17 Administrativo del Circuito de Medellín.

1.2.2. El 4 de mayo de 2018 el abogado Gabriel Jaime Rodríguez Ortiz, quien afirmó actuar como apoderado judicial de la parte demandante en el mencionado proceso ordinario, presentó recurso de apelación contra la sentencia de 19 de abril del mismo año proferida por el Juzgado 17 Administrativo del Circuito de Medellín.

1.2.3. Por auto de 15 de mayo de 2018 el mencionado juzgado señaló:

“En escrito obrante a folios 360 a 363 del expediente se presenta recurso de apelación frente a la sentencia proferida el día 19 de abril de 2018, que niega las pretensiones de la demanda, no obstante, observa el Despacho que quien suscribe el escrito no es apoderado de la parte demandante, ni se le ha sustituido el poder por parte de la abogada que representa los intereses de la parte actora y en consecuencia no tiene personería para actuar, por lo cual no se le imprimirá trámite alguno al memorial presentado”.

1.2.4. El 24 de mayo de 2018, el abogado Rodríguez Ortiz allegó al expediente del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, memorial de sustitución del poder por parte de Ana María Rodríguez Soto e indicó que “por error involuntario del suscrito no fue aportado al interponer el recurso de apelación para ante el honorable Tribunal Administrativo de Antioquia, por lo anterior de manera muy respetuosa le suplico conceder el mismo”.

Se advierte en la sustitución del poder que la presentación personal de la abogada Rodríguez Soto se efectuó el 3 de mayo de 2018.

1.2.5. El 28 de mayo de 2018 el mismo despacho judicial resolvió aceptar la sustitución del poder efectuada por la apoderada de la parte actora a favor del abogado Gabriel Jaime Rodríguez Ortiz. 

Además puso de presente que dicho abogado manifestó que por un error involuntario no aportó la sustitución del poder al interponer el recurso de apelación contra la sentencia y, en consecuencia, solicitó se conceda.

Al respecto, el juzgado accionado señaló que lo relativo a la concesión del recurso de alzada fue resuelto por auto de 15 de mayo de 2018, el cual estaba en firme en tanto no se allegó réplica dentro de los términos legales contra su contenido.

1.2.6. El 25 de junio de 2018 el Juzgado 17 Administrativo del Circuito de Medellín resolvió el recurso de reposición y en subsidio apelación contra el auto de 28 de mayo del mismo año, específicamente, respecto de lo dicho por el Despacho respecto de la concesión del recurso de apelación contra la sentencia.

En dicha providencia se mencionó que a juicio del apoderado de la parte demandante el recurso de apelación contra el fallo de primera instancia se interpuso oportunamente pero no se le dio trámite porque el apoderado carecía de personería jurídica reconocida en el expediente y que el juez debió requerirlo para que demostrara su calidad y darle trámite a la alzada, pues si bien no allegó la sustitución con el escrito de apelación, ello se pudo haber saneado con la intervención del juez “para no simplemente negar el mismo (sic), violando derechos al debido proceso y constitucionales, pues para la fecha en que se presentó el recurso ya se encontraba suscrita la sustitución por cuenta de la apoderada principal”.

Al respecto, el juez consideró que:

(i) El recurso de apelación procede contra los autos expresamente señalados en el artículo 243 del CPACA, entre los cuales no se contempla el que reconoce personería jurídica e indica que lo pertinente a la concesión de un recurso ya fue resuelto. En consecuencia, rechazó el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria.

(ii) De acuerdo con el artículo 159 del CPACA, las intervenciones de las partes deben realizarse a través de sus representantes, para el caso, por intermedio de apoderado judicial, “acreditación que no se puede tener por surtida, con la sola suscripción de la sustitución del poder, pues hasta tanto no sea aportada al expediente, no tiene la facultad de generar efecto jurídico alguno dentro del proceso; lo contrario sería imponerle al juez el absurdo de resolver con base en información de la cual no tiene conocimiento”.     

Añadió que “extraña al Despacho que el procurador judicial, pretenda trasladar al suscrito la responsabilidad que le compete en relación a la debida representación de la parte actora, pues, en primer término, era su responsabilidad allegar conjuntamente con el recurso de apelación la sustitución del poder que le facultaba para su representación, y segundo, una vez conocido por éste lo resuelto por el Despacho, en el sentido de no darle trámite al recurso de alzada ante la falta de poder, persistió en su actuar omisivo pues no sólo no aportó la sustitución, sino que además guardó silencio frente a lo decidido, permitiendo que el proveído cobrara ejecutoria”.

Concluyó que no era posible darle efectos retroactivos a la documentación aportada el 24 de mayo de 2018 puesto que el abogado tuvo a su disposición los términos y recursos dispuestos por la ley para su defensa y omitió emplearlos. Por consiguiente, decidió no reponer el auto de 28 de mayo de 2018. 
1.3. Fundamentos de la acción

A juicio de la parte actora el Juzgado 17 Administrativo de Medellín, vulneró su derecho fundamental al debido proceso.

Sostuvo que de acuerdo con el artículo 3 de la Ley 1437 de 2011, todas las autoridades tienen el deber de interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los principios constitucionales, entre ellos, el debido proceso, que fue desconocido por el juzgado accionado.  
Agregó que el mencionado juzgado no atendió el principio de buena fe al decidir sin realizar requerimientos que subsanaran el error cometido y con ello salvaguardar el interés procesal de las partes.

Afirmó que “ha sido criterio de la Honorable Corte Suprema de Justicia
 que el reconocimiento de personería jurídica para actuar es un acto declarativo y no constitutivo del Derecho que se tiene, y si bien es cierto el apoderado recurrente no aportó en su oportunidad la sustitución y que en todo caso denota que efectivamente el fin último era la interposición del recurso contra la decisión emanada, y que efectivamente existía con preeminencia el poder con respectiva sustitución que fuera aportado”.

En su criterio, la autoridad judicial accionada vulneró el derecho al debido proceso que lleva intrínseco el derecho a la doble instancia procesal.

Indicó que el fin del recurso interpuesto era recurrir la decisión de negar las pretensiones de la demanda, “siendo que no puede ser sacrificada la justicia por formalidades no esenciales y que en todo caso son subsanables ante un requerimiento que fuera realizado”. 

Dijo que se configuró una vía de hecho por haberse incurrido en “error sustantivo” ya que omitió aplicar dar aplicación al derecho al debido proceso.

Añadió que “en el caso de marras perfectamente se dio una vulneración a mis derechos, (debido proceso), pues se dejó de aplicar los presupuestos constitucionales, mismos que fueron traídos por el constituyente para garantizar un trato justo y equitativo hacia la parte débil que somos los ciudadanos”.

1.4. Pretensiones:

A título de amparo formuló la siguiente:

“Por lo anterior, solicito respetuosamente, Honorables Magistrados, que decrete la nulidad de la Decisión proferida por el Juzgado Diecisiete Administrativo de Medellín, radicado 05001 33 33 017 2016 00243 00 del 25 de Junio del año 2018
.

1.5. Trámite de la acción 

La solicitud de amparo fue radicada el 28 de septiembre de 2018 y con auto de 2 de octubre del mismo año
, el Tribunal Administrativo de Antioquia admitió la solicitud de tutela y ordenó su notificación a la parte actora y a la autoridad judicial demandada, a la que le concedió 2 días para que diera respuesta. 

Asimismo, dispuso tener como pruebas los escritos anexos a la solicitud.

1.6. Contestación Juzgado 17 Administrativo de Medellín

Señaló en escrito radicado a través de correo electrónico de 4 de octubre de 2018 que la actora carece de legitimación en la causa por activa pues los derechos que se alegan como vulnerados no radican en cabeza de la abogada, sino en la parte del proceso ordinario. 

Señaló que, además, la accionante ya no funge como apoderada de la señora Claudia Patricia Cano Uribe, pues conforme la sustitución aportada el 24 de mayo de 2018, su representación recae en el abogado Gabriel Jaime Rodríguez Ortiz a quien se le reconoció personería jurídica por auto del día 28 del mismo mes y año, sin que haya reasumido el poder.  

Luego de hacer referencia al trámite del proceso ordinario, advirtió que su actuar estuvo ajustado a derecho, pues con independencia de si la sustitución del poder se hubiera efectuado el 3 o el 24 de mayo, los efectos serían los mismos, puesto que cualquier documento que se suscriba, si no se aporta al proceso, no puede tener efecto en las decisiones judiciales, “pretender tal cosa, es un absurdo, pues impondría al juez la obligación de tener una especie de poder sobrenatural que le permita conocer lo que las partes y sus apoderados hacen extraprocesalmente y además, determinar si en efecto, los escritos serían o no presentados”.

Por último, solicitó se desestimen las pretensiones de la acción constitucional.

1.7. Sentencia de primera instancia 

El Tribunal Administrativo de Antioquia con sentencia de 11 de octubre de 2018 rechazó por improcedente la solicitud de amparo. 

Sostuvo que “la apoderada está acudiendo a la acción de tutela para lograr que dentro del proceso judicial donde actúa como apoderada principal se conceda el recurso de apelación y el mismo pueda ser objeto de segunda instancia. En este sentido, la apoderada debió acudir en ejercicio de la acción de tutela como apoderada de la accionante, y no en nombre propio, pues la señora CLAUDIA PATRICIA CANO URIBE es la titular de los derechos en disputa pues es en su nombre que se adelanta la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho”.

Además, la apoderada no argumentó que actuara como agente oficiosa y las razones de dicha agencia o cualquier otra consideración que la legitimara.

Añadió que, aun si se aceptara que la apoderada es la titular de los derechos en disputa, no se agotaron los presupuestos para la procedencia de la acción de tutela en tanto no se hizo uso de los medios ordinarios de defensa, como era haber interpuesto el recurso de reposición y queja en contra de la decisión de 15 de mayo de 2018 de no tramitar el recurso interpuesto, la cual fue notificada por estado del día siguiente. El apoderado sustituto solo allegó el memorial de sustitución el día 24 del mismo mes, es decir, fuera del término para interponer recurso, de modo que la acción de tutela no es idónea para subsanarlo.

El fallo de tutela de primera instancia fue notificado mediante correos electrónicos enviados el 11 de octubre de 2018
.

1.8. Impugnación 

La actora impugnó el fallo de primera instancia con memorial presentado el 17 de octubre de 2018
. 

Expuso sus motivos de inconformidad en el siguiente sentido: 

“La suscrita muestra inconformidad con el fallo proferido por cuanto, se denota claramente de las actuaciones que conforman el proceso que a la suscrita ABG. ANA MARÍA RODRÍGUEZ SOTO le fue concedido poder en noviembre de 2015 por la señora CLAUDIA PATRICIA CANO URIBE, quien figura como la titular del derecho cuya pretensión se reclama, a los fines de iniciar y llevar a hasta (sic) su culminación PROCESO ADMINISTRATIVO EN EJERCICIO DEL MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LABORAL contra el MUNICIPIO DE BETANIA-ANTIOQUIA… siendo que en el poder en referencia se deja taxativamente establecido lo siguiente:

‘Mi apoderado queda expresamente facultado para recibir, recurrir, conciliar, desistir, transigir, sustituir, reasumir, y demás facultades inherentes al mandato, y con las mismas facultades para realizar todos los trámites de ejecución de la sentencia ante el competente’. 

Siendo que se denota claramente del contenido del poder que fuera otorgado, que dentro de las facultades que fueron concedidas se encuentra intrínseco poder para “recurrir”, entendiéndose por ello el poder de intentar las acciones tendientes y necesarias para interponer los recursos correspondientes contra decisiones judiciales, y para ello se hace necesario referir que el legislador en el artículo 31 de la Constitución Política de Colombia establece que toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la Ley”.

Sostuvo que es errado que el Tribunal Administrativo de Antioquia considerara que la tutela debía rechazarse por improcedente ante la falta de poder de la señora Claudia Patricia Cano Uribe por ser titular de los derechos fundamentales supuestamente vulnerados “y allí me sirvo referir que el artículo 53 del Código General del Proceso pauta que son (sic) parte de un proceso entre otros las personas naturales y jurídicas y el concebido, para la defensa y sus derechos, lo que denota evidentemente que se tiene la cualidad como apoderada para ser considerada como un sujeto procesal, que llega consigo el deber de representar bajo conducto de facultades legalmente establecidas y que encuentran intrínsecos en el mandato “recurrir” entendiéndose por ella intentar todas las acciones necesarias para salvaguardar el debido proceso que le debe asistir a mi representada bajo el Derecho constitucional establecido en el artículo 29 de la Constitución Nacional…”.

Añadió que es evidente que en el mandato judicial que le fue otorgado está la facultad de recurrir y aunque no está expresa la de requerir que se tutelen derechos, debe hacerse una interpretación de buena fe “y que ante una decisión desfavorable por mandato constitucional puede recurrirse de la misma, independientemente del mecanismo a intentarse”.

Frente al agotamiento de los mecanismos ordinarios de defensa, la actora señaló que su pretensión principal es recurrir la decisión desfavorable del Juzgado 17 Administrativo de Medellín que desestimó las pretensiones de la demanda, lo cual fue realizado en tiempo hábil ante la instancia correspondiente y mediante el mecanismo adecuado, “con la salvedad de que no se allegó sustitución de poder que ya habría sido debidamente otorgada, y que conllevó en un principio a tener confianza legítima de haber realizado lo debido al presentar el debido recurso correspondiente, y certeza plena de que en caso de no haber allegado alguna actuación atinente a lo solicitado, se haría el requerimiento respectivo a los fines de subsanar trámites que pueden ser saneables ante solicitudes que se realicen…”.

Afirmó que, en todo caso, se remitió en la oportunidad correspondiente la sustitución que ya había sido otorgada y que el juez está llamado a ser un sujeto procesal de carácter dinámico.

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación interpuesta por la parte actora en contra de la sentencia de 11 de octubre de 2018 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, de conformidad con lo establecido por el artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, el Decreto 1983 de 2017 y el Acuerdo 55 de 2003. 

2.2. Problema jurídico

Corresponde a la Sala determinar si confirma, modifica o revoca el fallo de tutela de 20 de septiembre de 2018 por medio del cual el Consejo de Estado, Sección Cuarta, declaró improcedente la solicitud de amparo de los derechos fundamentales invocados por la parte actora. 

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) legitimación e interés respecto de la acción de tutela; (ii) el caso concreto.

2.3. Legitimación e interés respecto de la acción de tutela
El artículo 86 de la Constitución Política establece que toda persona puede acudir a la acción de tutela “para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en las casos que señale este Decreto”
. (Se subraya fuera de texto).
En el mismo sentido el Decreto 2591 de 1991,“Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”, en los artículos 1°, 10°, 46 y 49, precisa que esa acción puede ser presentada por cualquier persona que encuentre vulnerados sus derechos fundamentales, bien sea (i) por sí misma; (ii) a través de representante; (iii) apoderado; o (iv) por medio de la agencia oficiosa cuando el titular de los derechos fundamentales no esté en condiciones de promover su defensa. También pueden interponer acción de tutela los defensores del pueblo y los personeros municipales
. 

El artículo 10 de la disposición anotada consagra que la “acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”.
La Corte Constitucional, en sentencia T-1020 de 2003
, manifestó que la acción de tutela es un medio de defensa que se encuentra al alcance de todas las personas y que la legitimidad para interponerla radica en la persona afectada, quien podrá interponerla directamente o por quien actúe en su nombre. Por consiguiente, no se “requiere ser abogado, ni tener conocimientos jurídicos, ni mucho menos saber escribir, es decir, la Constitución y la ley no exigen calidad alguna para el sujeto activo de la acción. Inclusive, no es requisito esencial presentarla por escrito, la ley consagra la posibilidad de que la misma se pueda incoar verbalmente en casos de urgencia o cuando el solicitante no sepa escribir o sea menor de edad”
.
En ese sentido, la misma Corte en sentencia T-552 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño, señaló: 

“La primera consecuencia teórica que esa configuración arroja es que la legitimación en la causa por activa en los procesos de tutela se predica siempre de los titulares de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados. Sin embargo, tal como lo ha establecido la Corte en anteriores oportunidades
, a partir de las normas de la Constitución y del Decreto 2591 de 1991, el ordenamiento jurídico colombiano permite cuatro posibilidades para la promoción de la acción de tutela. La satisfacción de los presupuestos legales o de los elementos normativos de alguna de estas cuatro posibilidades, permiten la configuración de la legitimación en la causa, por activa, en los procesos de tutela. (Subraya fuera de texto)
En ese orden de ideas, esas cuatro posibilidades son las siguientes: (i) el ejercicio directo de la acción de tutela. (ii) El ejercicio por medio de representantes legales (caso de los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas). (iii) El ejercicio por medio de apoderado judicial, caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso, o en su defecto el poder general respectivo, y (iv) la del ejercicio por medio de agente oficioso”. (Negrilla fuera del texto original)

2.4. Legitimación en la causa por activa en el caso concreto

A partir de las consideraciones explicadas en el acápite 2.3. la Sala pasará a establecer si en el caso bajo estudio se acredita la legitimación en la causa por activa, que permita entrar a pronunciarse de fondo sobre los hechos, las pretensiones y el escrito de impugnación.

En principio, es claro que toda persona por el hecho de serlo, es titular de derechos fundamentales, sin embargo, para que proceda la acción de tutela, debe estar establecida la circunstancia que faculta al sujeto de derechos a presentar el recurso de amparo constitucional, lo cual implica acreditar la condición de titular de la relación jurídica material que da lugar al proceso.

La abogada Ana María Rodríguez Soto, interpuso acción de tutela en contra del Juzgado 17 Administrativo de Medellín, con el fin de que se le proteja su derecho fundamental al debido proceso, que estima trasgredido con el auto de 25 de junio de 2018, dictado en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por Claudia Patricia Cano Uribe contra el municipio de Betania.

La Sala encuentra que la señora Rodríguez Soto, no allegó el documento que la acredite como apoderada judicial de la señora Cano Uribe para actuar en el trámite constitucional de la referencia.

En el escrito de impugnación, la accionante sostuvo que el poder que le fue otorgado para el proceso ordinario contiene la facultad para recurrir, lo que implica la potestad para “intentar las acciones tendientes y necesarias para interponer los recursos correspondientes contra decisiones judiciales…”.
Al respecto, la Sala considera que el poder otorgado para el proceso ordinario no suple dicha falencia y la tutela fue interpuesta en nombre propio, puesto que el mandato conferido a un abogado para que ejerza la representación judicial del titular de los derechos fundamentales del demandante, debe ser especial, como lo indicó la Corte Constitucional en la sentencia T-531 del 4 de julio de 2002, la cual representa criterio auxiliar para la Sala aplicable al caso en concreto.

En casos como el presente, la Sala en sentencia de tutela del 5 de febrero del 2015, radicado No. 11001-03-15-000-2014-01640-01 y ponencia del Consejero Alberto Yepes Barreiro, puso de presente que la Corte Constitucional en la sentencia T-768 de 2003 se refirió a los múltiples pronunciamientos que ha hecho frente al tema así: 

“Por ejemplo, ha advertido que en la acción de tutela interpuesta por abogado hay necesidad de poder (Sentencias T-207-97, T-526-98, T-530-98, T-692-98, T-693-98, T-695-98, T-002-01 y T-1019-01); que la carencia de poder para interponer la acción de tutela no se suple con un poder conferido en un proceso diferente (Sentencias T-088-99 y T-821-99) y que el apoderado no puede invocar interés directo para actuar  (Sentencias T-821-99, T-658-02 y T-088-99). Sobre esta temática es muy ilustrativa la Sentencia T-658-02, en la que se reiteró que, no obstante la informalidad que caracteriza a la tutela, su ejercicio está sometido a unos requisitos mínimos de procedibilidad y, entre ellos, la legitimidad por activa; que el apoderado judicial de un proceso ordinario no podía alegar interés directo para interponer en su propio nombre la acción de tutela y que debía acreditar poder especial para interponerla en nombre de su poderdante…

...Ahora bien, teniendo en cuenta lo dicho, también es preciso establecer ¿Si el apoderado judicial de una causa ordinaria debe acreditar poder especial para adelantar en nombre de su representado la acción de amparo constitucional?
 
En relación con este tema, la Corte ha estimado - de manera reiterada - que la legitimación de los abogados para instaurar la acción de tutela aduciendo representación judicial o contractual, exige de la presencia de un poder especial para el efecto. Al respecto señaló en la Sentencia T-001 de 1997 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo) que por las características de la acción “todo poder en materia de tutela es especial, vale decir, se otorga una sola vez para el fin específico y determinado de representar los intereses del accionante en punto de los derechos fundamentales que alega, contra cierta autoridad o persona y en relación con unos hechos concretos que dan lugar a su pretensión”
.

En este orden, es claro que la señora Rodríguez Soto, carece de legitimación en la causa por activa pues el poder a ella otorgado en el proceso ordinario de nulidad y restablecimiento del derecho que dio origen a la providencia que se cuestiona, -el cual sustituyó en el abogado Rodríguez Ortiz- no se extiende para la representación judicial de la poderdante en asunto diferente.

Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala considera necesario aclarar que quien tiene legitimación por activa, en la acción de tutela, es el titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados, y de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991 la acción puede ser presentada (i) por el titular de las garantías constitucionales; (ii) a través de representante; (iii) apoderado; o (iv) por medio de la agencia oficiosa cuando el titular de los derechos fundamentales no esté en condiciones de promover su defensa. 

No obstante, en el caso de actuar a través de abogado, el profesional en derecho debe contar con el respectivo poder que lo acredite como apoderado judicial del titular de los derechos fundamentales cuya protección se solicita.

2.5. Conclusión 

De conformidad con lo expuesto en precedencia, se modificará el numeral primero del fallo de 11 de octubre de 2018 del Tribunal Administrativo de Antioquia, que rechazó por improcedente la solicitud de amparo deprecada por la actor, para en su lugar, declarar la falta de legitimación en la causa por activa de la señora Ana María Rodríguez Soto, por cuanto carece de poder especial para interponer la presente acción constitucional.

3. DECISIÓN
Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:
PRIMERO: MODIFICAR la sentencia de primera instancia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia el 11 de octubre de 2018  con la que se rechazó por improcedente la acción de tutela para, en su lugar, DECLARAR la falta de legitimación en la causa por activa de la señora la señora Ana María Rodríguez Soto por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes y a los terceros intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera
CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
� La accionante no señaló ninguna providencia que respalde su afirmación.


� Folio 8.


� Folio 21. 


� Folios 36 a 38. 


� Folios 39 a 43. 


�“Aparte subrayados declarado EXEQUIBLES por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-018 de 1993, M.P. Alejandro Martínez Martínez.”


�Corte Constitucional. Sentencia T-793 de 2007, M. P. Clara Inés Vargas Hernández. 


� M.P. Jaime Córdoba Triviño.


�“Todo lo relacionado con el contenido de la solicitud de tutela está contemplado en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991.”


�“Ver sentencia T-531 de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Lynett.”


� Negrilla no es del original.





